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			Un positivista en el derecho internacional1



			Sapere aude!


			El saber enciclopédico


			El legado de los internacionalistas del siglo XIX sobrevive en los debates más vivos que tratan de diseñar un nuevo derecho internacional. Hay autores que pretenden trazar una línea de continuidad entre diversos períodos de imperialismo histórico y, en especial, entre aquellos del siglo XVI y de finales del XIX con las contemporáneas estructuras de la gobernanza mundial alcanzando gran eco en el escenario globalizado de la post-Guerra Fría2.


			La renovación de los estudios de los autores del Siglo de Oro en la doctrina internacional más reciente es fruto del trabajo minucioso que internacionalistas adscritos a la teoría post-colonial y a la escuela de Critical Legal Studies han realizado sobre la obra y los debates en torno a la Escuela de Salamanca. Esta nueva generación de autores, que se auto-designan herederos de las esperanzas en una «comunidad internacional verdadera» de los juristas internacionales del Tercer Mundo durante las décadas descolonizadoras, ha bebido de las fuentes de la Escuela de Frankfurt, del giro postmodernista y la deconstrucción del derecho internacional en la que ha sido definida como la era post-fundacional del derecho internacional3. Si el final de la Guerra Fría marcó, en cierta medida, el declive del valor geo-estratégico e influencia internacional de los países no alineados, la post-Guerra Fría y especialmente la nueva era de las relaciones internacionales inaugurada tras los atentados del 11 de septiembre, ha visto cómo el «estándar de civilización» llamaba, de nuevo, a la puerta de los trabajos de los iusinternacionalistas. Autores de inspiración crítica han reconstruido un proceso histórico de «auge, caída y auge» del estándar de civilización identificando4 su recuperación, en la era de la globalización y la gobernanza mundial, con la actual existencia de un paradigma neo-colonial en derecho internacional que aprovecharía los pilares de la democracia, la buena gobernanza y los derechos humanos para extender un modelo de economía global neo-liberal respaldado por el funcionamiento de organismos e instituciones internacionales dominados por las potencias occidentales y su espesa telaraña de intereses globales privados. 


			Los primeros manuales de derecho internacional datan de fechas tardías, de finales del siglo XIX como consecuencia de la tardía institucionalización de los estudios de derecho internacional en España. Estos manuales fueron deudores de los programas elaborados por los catedráticos de derecho internacional público y privado desde mediados del siglo XIX, o incluso antes en casos aislados5. Era una disciplina adscrita a Historia y/o Filosofía e impartida en el nivel de doctorado desde las primeras décadas del siglo XIX. 


			Los manuales y libros de texto aparecieron en el siglo XIX como resultado de acomodar un ideal y un concepto, el saber enciclopédico, a las necesidades socioculturales generadas por el establecimiento de la nueva sociedad burguesa. En el caso particular de los manuales de derecho internacional estaban dirigidos a cubrir una necesitad educativa tras la creación de las enseñanzas de derecho internacional público y privado (1883)6, consistiendo en un producto editorial e historiográfico. La aparición de los manuales fue una consecuencia directa de la institucionalización del sistema educativo nacional, de la creación de la carrera docente y la aparición del escritor especializado.


			Esta nota aborda el estudio de uno de los programas, el que corresponde a Rafael Conde y Luque (1835-1922), que utilizaron los alumnos para el estudio del derecho internacional público allá por 1893, y que facilitó la publicación de manuales posteriores. La década de los noventa vio florecer un número significativo de manuales de derecho internacional en paralelo a la progresiva institucionalización de la disciplina que por aquel entonces y durante unas cuantas décadas más fue una: derecho internacional público y privado.


			Conde y Luque nació en Córdoba en 1835. Estuvo destinado inicialmente al sacerdocio realizando sus primeros estudios en el Seminario de su ciudad natal. Estudió Derecho en Sevilla y Madrid, doctorándose en la Universidad Central. Desempeñó funciones académicas primero en Salamanca como catedrático interino de teología y después como profesor de derecho internacional público y privado (al desaparecer las cátedras de teología en las universidades españolas), en la Universidad de Granada en 1871. 


			En 1868, en pleno sexenio revolucionario, nuestro autor fundó y dirigió una revista en Granada desde la que defendió las instituciones sociales tradicionales. Conde y Luque fue vocal del Instituto de Reformas Sociales. Un instituto que defendió aquello relativo a la trata de blancas alcanzando el puesto de vocal del Real Patronato para la represión de la misma. Además de ese interés por las instituciones sociales y la tradición, Conde y Luque fue senador, Director General de los Registros civil y de la propiedad y del Notariado (1885), Consejero de Instrucción Pública (1902), o Presidente de la Comisión permanente del Consejo de Instrucción Pública (1919)7.


			Este autor figura como accionista de la Institución Libre de Enseñanza (ILE, 1876), siendo contemporáneo de Rafael María de Labra (1840-1918), o Joaquín Costa (1846-1911), ambos de la Junta Facultativa de la ILE y de gran influencia en autores de su entorno. Por este último, Conde y Luque intercedió para la provisión de la notaría de Graus en 1890. La relación con ambos institucionistas fue estrecha, en particular con Labra por la defensa de la igualdad y la lucha contra las instituciones de la esclavitud y trata de blancas. Labra fue uno de los máximos representantes del estudio del colonialismo y adalid del movimiento antiesclavista8 en el último tercio del siglo XIX. No era casualidad que en el momento de la fundación de la ILE, Labra fuese el Presidente (1876-1888) de la Sociedad Abolicionista Española fundada en 1865. El activismo de Labra en las Cortes fue decisivo para la aprobación de la Ley de Abolición de la Esclavitud de 22 de marzo de 1873 que incluía una provisión financiera para compensar los «derechos legítimos» de los dueños de esclavos liberados por esa medida. No obstante, y a pesar de la consagración legislativa, Labra continuó luchando contra la institución del patronazgo, una nueva institución de servidumbre de los antiguos esclavos en Cuba que fue abolida en 1887. Si bien, las condiciones legislativamente establecidas de semi-esclavitud de los trabajadores contratados chinos introducida por el Real Decreto de 6 de julio de 18609, continuaron en vigor hasta la guerra hispano-estadounidense de 1898.


			En 1881, se incorporaron a sus cátedras los profesores alejados de sus plazas como consecuencia de la ‘Segunda Cuestión Universitaria’. En ese momento, Gumersindo de Azcárate ocupó la cátedra de Historia General del Derecho pasando Conde y Luque a encargarse de la cátedra de Elementos de Derecho Político y Administrativo. Por una vacante accedió a la cátedra de derecho internacional público y privado en la Universidad Central de Madrid en 188710, llegando a ocupar el cargo de Rector entre 1903 y 191611. La vida académica de Conde y Luque es ilustrativa al mostrarnos cómo la disciplina del derecho internacional se abordó en un primer momento desde otras ramas del Derecho como el derecho político y administrativo, filosofía del derecho, derecho canónico o derecho romano, al igual que había ocurrido en el resto de universidades europeas.


			Entre las obras conocidas de Conde y Luque cabe citar: Estadística de la administración de justicia en lo civil (1890); Conde de Leyra. Apuntes históricos y literarios (1889); Compendio de Derecho internacional (1883); Derecho internacional privado (1910); Oficios del Derecho internacional privado; Conceptos de la ciencia (1901), Derecho internacional privado… y sus estudios sobre los teólogos y juristas españoles del siglo XVI, en particular sobre Francisco Suárez. En 1913, su discurso de ingreso en la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas versó sobre Francisco de Suárez y el valor de la ley12.


			Socialización del derecho internacional


			La generalización de la inclusión del término derecho internacional en obras de autores españoles muestra la moda incipiente de la ciencia jurídica internacional entre círculos españoles como se infiere de la creación de la primera cátedra en el Ateneo de Madrid en 1848. Esta inclusión va apuntando un cambio de aproximación al estudio de la esfera internacional mediante una lenta transición hacia una gradual juridificación de la perspectiva que acompañó a la formación del Estado liberal. 


			En dicho proceso cabe destacar la recopilación, desde los años 40, de los acuerdos y tratados españoles13. Una de las primeras colecciones de tratados corresponde a Alejandro del Cantillo (1802-1845) con su obra Tratados, convenios y declaraciones de paz (1700-1840) publicada en 184314. En esta colección se recogían los tratados firmados por España debido a la influencia, en parte ejercida por las nuevas repúblicas latinoamericanas, en parte por la práctica seguida en los países de nuestro entorno.


			A la colección de tratados le acompañó la obra de Esteban de Ferrater (1812-1877) titulada Código de Derecho internacional, osea, Colección metódica de los tratados de paz, amistad y comercio entre España y las demás naciones fechada en 184615.


			Pocos años más tarde, la obra de Antonio Riquelme (1801-1879), Jefe de Sección del Ministerio de Estado, Elementos de Derecho Público Internacional con explicación de todas las reglas que, según los tratados, estipulaciones, leyes vigentes y costumbres constituyen el Derecho internacional español (1849)16, completada por un Apéndice al Derecho Internacional de España17, constituye el exponente del esfuerzo de sistematización y ordenación de la práctica española, y compilación de lecturas de manuales extranjeros. Riquelme define, en esta obra, el derecho internacional como el conjunto de las reglas que determinan las relaciones entre las naciones civilizadas regidas por el Derecho positivo, consuetudinario y natural. Estas reglas las clasificó, a su vez, en Derecho político (sub-dividido en general y marítimo), y Derecho jurisdiccional (sub-dividido en civil y criminal). 


			Apuntando al auge del positivismo, durante las décadas siguientes, las obras españolas aparecidas bajo el título de derecho internacional van confinando sus discursos al marco jurídico internacional indicado en los títulos de sus obras las numerosas consideraciones iusnaturalistas y extensiones hacia un examen político-histórico de las relaciones internacionales en las que los intereses estratégicos españoles son el foco fundamental de atención. De este género, con una marcada influencia iusnaturalista, es la obra de Pedro López Sánchez (1831-1882), titulada Elementos de Derecho internacional público, precedidos de una introducción a su estudio bajo los aspectos de su desarrollo histórico o positivo y de su teoría (1866-1877)18.


			Esta obra es acreedora del Programa de derecho internacional, asignatura del año octavo de la Facultad de Jurisprudencia preparado por Pedro Sabau y Larroya (1807-1879), catedrático de derecho internacional en la Universidad Central, en 1853 en el que se muestra la influencia de la aproximación socio-histórica con una fuerte influencia del catolicismo. En efecto, esta obra nos sirve para ver cómo el estudio del derecho internacional presuponía el de las Relaciones Internacionales dado que el derecho internacional no es una simple estructura formal, sino una estructura socio-histórica.


			En paralelo al auge de este tipo de obras, la atención al legado de Vitoria en la génesis del derecho internacional encontró eco en una España intelectualmente ecléctica o sincrética de tertulias y debates político-filosóficos en Ateneos, Reales Sociedades Económicas de Amigos del País y gacetas filosófico-literarias en el marco de cuatro corrientes principales que se fueron desarrollando desde el fracaso del sexenio revolucionario. En primer lugar, la corriente tradicionalista, integrista, ultra-montanos católicos y neo-tomistas entre los que destacó el Marqués de Pidal y Mon. 


			En segundo lugar, el movimiento de los católicos con insistencia en el renacimiento español como Gumersindo Laverde Ruiz (1835-1890) y Marcelino Menéndez Pelayo (1856-1912). En la recuperación del legado de la Escuela de Salamanca, resultan interesantes los trabajos de Eduardo de Hinojosa y Naveros (1852-1919), considerado como padre de la moderna historiografía española del Derecho19, autor de Historia del Derecho romano según las más recientes investigaciones (1880), y del primer volumen de La Historia del Derecho español (1887) que alcanzó hasta el período visigótico20. Su discurso de ingreso en la Real Academia de la Historia (1889) trató, precisamente, sobre el dominico Fray Francisco de Vitoria. La contestación recayó en Menéndez y Pelayo considerando a Vitoria como el padre del derecho internacional21.


			En tercer lugar, en el ala liberal encontramos a krausistas, influidos por el idealismo hegeliano a través de Sanz del Río, cuya influencia se difuminó en varias orientaciones, incluyendo hacia el krausismo-positivista del institucionismo tras la creación de la ILE. 


			En cuarto, y también en este sector institucionista encontramos la «primera escuela de Madrid»22, o primeros neo-kantianos como José del Perojo (1850-1908) fundador de Revista Contemporánea, en 1875, y primer traductor, en 1883, de la Teoría de la Razón Pura de Kant, y de Manuel de la Revilla (1846-1881). Ambos fueron modernistas y europeístas que subrayaron la losa de intolerancia religiosa y despotismo político.


			De modo que la recuperación del legado vitoriano potenció una concepción monopolística del derecho internacional como ciencia de las relaciones internacionales, y también una concepción enciclopedista del derecho internacional pretendiendo integrar, en paralelo al análisis positivista de marcado sesgo iusnaturalista, la filosofía del derecho internacional, la historia del derecho internacional o la política del derecho internacional bajo una sola etiqueta disciplinar.


			La contribución española a la recuperación del pensamiento de Vitoria se benefició, en parte, del trabajo de la propia tradición de la orden dominica en España —con la obra de religiosos como Getino, Beltrán de Heredia, Urdánoz, Hernández-Martín y otros autores—23, junto con el desarrollo del proceso de codificación (1889, Código Civil) durante el apogeo de la escuela histórica alemana. 


			Los primeros Manuales


			Hacia finales del siglo XIX y con el trasfondo de la gran revolución industrial se pusieron los mimbres para acelerar la expansión de la cultura occidental al resto del mundo culminando el proceso de ampliación del sistema original en la llamada ‘sociedad de Estados civilizados’, determinada por una concepción eurocéntrica de la historia24. Más si cabe, se condicionó la incorporación de cualquier otro poder extra europeo a los principios del derecho occidental. Invocando tales principios, los Estados europeos impusieron la colonización de continentes como el africano, la ocupación y sometimiento de poblaciones autóctonas, en virtud de una pretendida insuficiencia del nivel de civilización de esos grupos humanos en relación con la cultura occidental. Los juristas internacionales eran liberales que apoyaban el giro al imperio formal para proteger a los nativos de la codicia de las compañías coloniales y asegurar el éxito ordenado del progreso de la misión civilizadora. 


			Autores españoles secundaron la teoría de James Lorimer para quien la sociedad internacional estaría dividida entre «civilizados, bárbaros y salvajes». Conde y Luque, junto al resto de autores de su entorno, al defender el criterio de civilización incurrió en una visión del derecho internacional con fines discriminatorios25.


			Entre los Manuales de derecho internacional, de marcado carácter iusnaturalista, se incluyen trabajos de Manuel Torres Campos (1850-1918)26, Elementos de Derecho Internacional Público (1890) y sus sucesivas ediciones, así como el Manual de Luis Gestoso Acosta (1855-1931), el Resumen de Derecho Internacional público (1894), y su Curso elemental de Derecho internacional público e Historia de los Tratados (1897)27, o la obra de Ramón Dalmau, Marqués de Olivart (1861-1928), Tratado de Derecho Internacional Público y Privado (1886)28. 


			El catedrático de la Universidad de Granada, Manuel Torres Campos, en su libro Elementos de Derecho Internacional Público consideró que el derecho internacional era la disciplina menos estudiada del Derecho por su carácter imperfecto: sin leyes, ni tribunales y sólo la fuerza daba fin a los conflictos29. Para este profesor, el fundamento del derecho internacional estaba en la comunidad internacional, según la cual cada Estado estaba ligado con los demás por intereses y derechos comunes y formaba con ellos un cuerpo orgánico conservando su independencia30. Este concepto le llevó a considerar el derecho internacional como el aplicable a las naciones civilizadas alejándose de la concepción universalista del derecho internacional31.


			La obra de Luis Gestoso Acosta fue reflejo de su posición iusnaturalista dado que consideró el Derecho natural como fuente del Derecho internacional «en cuanto determina la naturaleza y fin de los Estados, las condiciones de capacidad que han reunir estos, para ser contados entre los miembros de aquella sociedad y los derechos fundamentales o absolutos que integran su capacidad jurídica»32.


			Otro de los autores que contribuyeron al desarrollo bibliográfico del derecho internacional, en lengua española, fue Ramón Dalmau, Marqués de Olivart (1861-1928), quien ejerció de profesor de derecho internacional en la Universidad Central de Madrid, de manera esporádica. Cosmopolita y erudito académico liberal conservador fue paradigmático ejemplo de jurista internacional de último cuarto del siglo XIX, y uno de los primeros iusinternacionalistas españoles en ofrecer un tratamiento general del área de estudios en su Tratado de Derecho Internacional Público y Privado (1886). De entre sus numerosos trabajos, hay que citar también los cuatro volúmenes de su Tratado y notas sobre Derecho Internacional Público (1887)33 que conocería de varias ediciones hasta 1903-4. La ordenación sistemática recogida en dicho manual influyó en una generación de manuales españoles y completó una laguna en la disciplina española. Dalmau orientó inicialmente sus investigaciones en el ámbito del Derecho Civil, y a la tradición romana del derecho a la cual dedicó su tesis doctoral en 1884. Este interés inicial por el Derecho privado dio, en cambio, lugar a una casi entera atención al Derecho internacional que le convertiría en el Vice-Presidente del Institut de Droit International34 al que Dalmau consagraría sus escritos y parte de su fortuna en una pasión bibliófila que convertiría a la biblioteca de la Facultad de Derecho de la Universidad de Harvard el honor de ser, tras la compra de su colección, desde 1911 la más completa biblioteca de Derecho del mundo35.


			En 1890, Juan de Dios Trías y Giró (1861-1914), catedrático de derecho internacional público y privado de la Universidad de Barcelona, publicó su Derecho Internacional Público. En estos años otros manuales vieron la luz como el de A. Romanos, Elementos de Derecho internacional Público (1904). Los manuales de Manuel Conrotte el Manual de derecho Internacional para uso de Jefes y Oficiales del Ejército y Armada (1910), y M. García Álvarez y A. García Pérez, Derecho internacional público (1909), estaban destinados a la formación de las fuerzas armadas.


			Un tratado relevante fue el de Remigio Sánchez Covisa (…), Derecho internacional público: Contestaciones adaptadas al programa de dicha asignatura en la Universidad Central (1896)36. En su Derecho internacional público, Sánchez Covisa llegó a escribir que el derecho internacional no era «verdadero Derecho», por no tener el mismo origen que las demás ramas jurídicas justificándolo «porque el estado no es apto para formar sociedad y ser sujeto de Derecho y porque no existe en él la sanción»37. No obstante, para los autores «la convivencia de los Estados determina ciertas reglas y máximas que son morales, pertenecen al orden ético, están escritas en la conciencia del hombre»38.


			El tratado de Sánchez Covisa responde a unas contestaciones adaptadas al programa oficial de la asignatura de derecho internacional en la Universidad Central de Madrid, e inspirado en las lecciones de Rafael Conde y Luque (1835-1921), autor de un discurso sobre el Concepto de Derecho Internacional (1886). Unos años antes, en 1893, los estudiantes de dicho profesor elaboraron un Derecho internacional público (contestaciones al programa oficial de dicha asignatura de conformidad con las explicaciones del professor Dr. Conde y Luque) de cuyos elementos tratamos en el siguiente epígrafe.


			Un manual de un precursor del positivismo


			El ‘Manual’ de derecho internacional público de Conde y Luque elaborado a partir del programa de la asignatura de derecho internacional público se caracteriza por oponerse a toda visión ‘idealista’, ‘metafísica’ o ‘cuasi religiosa’ de la sociedad internacional y del Derecho que la regula. Este Manual se enmarca en la corriente positivista que supuso el rechazo de la metafísica y de los valores como objeto de conocimiento, y defendió el método de la observación y de la deducción para las ciencias sociales. Conde y Luque comienza su Programa con la siguiente aclaración:


             


			Parecería lo lógico que el programa empezase dando la definición de nuestra asignatura pero no lo hacemos así, no porque seamos contrarios al método sintético, sino porque nos parece más lógico deducir el concepto de derecho internacional público de los hechos; no se crea por esto que establecemos el criterio realista según el cual no hay más Derecho que el que procede de la ley, sino que ajustando nuestras investigaciones al progreso natural de esta ciencia en su formación histórica, resulta este estudio más conforme con la naturaleza de los hechos39.


             


			Para Conde y Luque el objeto de estudio es la realidad objetiva, aquello dado, puesto ante nuestros sentidos. Para él, 


             


            la sociedad es hija del instinto de la sociabilidad humana. El hombre procede primeramente de la familia […] el Derecho sirve para la sociedad misma, es necesario para ella, y por eso comenzamos el estudio de nuestra asignatura por el hecho social.


             


            Según su visión, las sociedades se dividen en ‘completas’ e ‘incompletas’. La sociedades ‘incompletas’ son aquellas mediante las cuales se persigue un fin parcial humano, como por ejemplo, una sociedad mercantil agrícola, entre otras, y el número de estas sociedades es indefinido. Las sociedades ‘completas’ son aquellas dentro de las cuales se desenvuelven todas las actividades humanas y entre ellas se distinguen tres grados primordiales: familia, municipio y estado. La vida social aspira a constituir una sociedad Suprema, esto es, un Estado compuesto de Estados. Esto no significa que los Estados se basten a sí mismos para desarrollar una vida completa e independiente. En esa sociedad internacional, imperfecta, corresponde un Derecho en armonía con el principio ubi societas, ibi jus. De modo que el concepto de derecho internacional público es una consecuencia del examen de la vida de los pueblos.


			El estudio de los hechos lo realiza recurriendo 1) al método deductivo mediante una observación neutral y objetiva de hechos particulares; 2) a partir de ellos las leyes y teorías; 3) esas leyes deben ser nuevamente verificadas (confirmadas) por los hechos, o al menos ha de mostrarse que no han sido hasta el momento desmentidas por los hechos; y 4) las teorías en las que se sistematizan, una vez validadas, permiten inferir predicciones sobre hechos futuros. 


			Los elementos principales del derecho internacional público los reduce a tres: el ser, el acto de obrar y la unión jurídico-moral. Primero, el ser, el existir dado que la sociedad internacional y el derecho internacional necesitan Estados, las más altas de las personas morales. Segundo, el acto de obrar, la cualidad de ejecutar actos que sean manifestaciones de la vida; se trata de actos principalmente jurídicos ya que para Conde y Luque la mayoría de los actos tienen un carácter moral. Tercero, la unión jurídico moral de los Estados, en otras palabras, que los Estados tengan conciencia de la naturaleza jurídica del derecho internacional (cristalizaría con la Paz de Westfalia, en 1648).


			En la búsqueda de una definición, nuestro protagonista recurre a la ofrecida por Hugo Grocio (al que reconoce como padre de esta ciencia), y también por Riquelme, Pando o Hall que consideraron que el derecho internacional es el que regula la vida de los Estados. En ese sentido abunda con la definición de Bello para quien el derecho internacional es «la colección de leyes o reglas generales de conducta que las naciones deben observar entre sí, en interés de su seguridad y bienestar común».


			Introduce dos nuevas definiciones de autores que incluyen en ella el origen del Derecho: Wheaton y Cairs. Para Wheaton, el derecho internacional es el «conjunto de reglas de conducta que la razón deduce (aquí está el origen) como ajustada a la justicia de la naturaleza de las sociedades que forman las Naciones, admitiendo también las modificaciones que el uso y consentimiento general puedan establecer». Para Cairs el derecho internacional público es «la expresión formal de la opinión pública del mundo civilizado, relativa a las relaciones que las naciones independientes tienen, opinión derivada de las convicciones morales e intelectuales de la Humanidad». 


			Junto a ellas, presenta otra «más honda que las anteriores «como expresión de las aproximaciones positiva y filosófica: la definición de Bluntschli. Para éste, el derecho internacional es «la reunión de principios reconocidos, que ponen a los Estados en absorción jurídica y humanitaria, y asegura a sus ciudadanos una protección como de sus derechos humanos o naturales».


			Tras presentar estas definiciones llega a la suya y considera el derecho internacional como «el conjunto de reglas y principios a que deben ajustarse, y en parte se ajustan, las relaciones políticas exteriores de los Estados». Considera que no se puede hablar de leyes en el derecho internacional, sino de reglas con las que están conformes la jurisprudencia y la ciencia, si bien luego en la práctica, incide, los Estados suelen desentenderse. Considera que quizás no hay más regla de derecho internacional admitida por los Estados que el corpus iuris diplomático. 


			En las primeras palabras de la definición, como apunta nuestro protagonista, se observan las dos tendencias: la filosófica (Iusnaturalismo), y la real de ‘reglas y principios’ (Positivismo). Recurre a la expresión ‘que deben ajustarse’ porque los Estados gozan de derechos y obligaciones. Y ‘a las relaciones políticas exteriores de los Estados’ para diferenciar esta asignatura de la del derecho político y del derecho privado.


			En cuanto a las divisiones del derecho internacional establece una primera en torno a derecho natural (principios científicos) y, una segunda relativa al derecho positivo (el derecho histórico y realizado). Este segundo, a su vez, se divide en derecho internacional consuetudinario y el derecho internacional convencional.


			Estudia las semejanzas y diferencias derivadas del origen del derecho internacional, del carácter derivado del sujeto: no adecuado para formar sociedades; el carácter derivado de la forma: carece de reglas jurídicas, y el carácter derivado de la sanción: la opinión pública no es sanción, como tampoco la historia, o la guerra. Lleva acabo este estudio para saber si en el derecho internacional caben todos esos caracteres que distinguen al Derecho, en general. 


			Si ninguno de tales caracteres llega a colmar las exigencias del Derecho, entonces, se pregunta, ¿qué es el derecho internacional? Considera que el derecho internacional no es una ciencia jurídica, más bien moral internacional. Y, ¿puede llegar a ser Derecho?, ¿se podrá conceder algún elemento jurídico al derecho internacional público? Responde afirmativamente aduciendo que «aún cuando la moral no sea precisamente el Derecho es un elemento principal, no siendo otra cosa el Derecho que la moral manifestada al exterior». No hay más que moral internacional (por desgracia incumplida casi siempre). 


			El Programa está dividido en dos partes: una general y otra especial. La primera parte constituye una introducción al conjunto de la disciplina. Se ofrece una aproximación conceptual al Derecho internacional, tanto a través del análisis de su proceso histórico de formación como mediante un examen más detenido de su estructura socio histórica. Se incluyen además temas relacionados con las fuentes del derecho internacional público, la personalidad jurídica internacional, derechos y deberes de los Estados, modos de adquirir el territorio, jurisdicción de los Estados, el derecho de jurisdicción internacional marítima, inviolabilidad de los tratados y divisiones de los tratados. No es una cuestión menor los temas tratados en primer lugar queriendo mostrar su preferencia por la práctica de los Estados.


			Conde y Luque dedica unas cuantas páginas a analizar la naturaleza jurídica del Estado, así como los derechos y obligaciones derivados de normas jurídicas internacionales o que, en mayor o menor medida, son objeto de regulación de tales normas. El Estado es quien ocupa la atención incluyendo el análisis de sus elementos constitutivos, su estatuto jurídico, y los numerosos problemas que se plantean en caso de mutación de dichos elementos.


			La segunda parte recoge el derecho diplomático y consular: derecho de representación, derechos y privilegios de los agentes diplomáticos, misión diplomática, atribuciones de los cónsules, y consulados. De manera reiterada considera que el derecho diplomático es el más respetado por los Estados, y que por ello es Derecho. Incluye los temas que afectan a la administración internacional: correos, telégrafos, o ferrocarriles, así como el estudio de los derechos económicos de los Estados. Son problemas que afloran al albur de la gran revolución industrial y que sin duda son objeto de estudio en su Programa. 


			A estos temas se sumaron no pocos dedicados al derecho de la guerra. Las clásicas cuestiones relacionadas con la declaración de guerra, y con los beligerantes y combatientes, piratas, corsarios, espías, desertores, entre otras categorías. Así como a los medios de combate: bloqueo, treguas. La ocupación militar y sus diferencias con la conquista. La neutralidad y los derechos y deberes de los neutrales.


			Conclusiones


			La proyección técnico jurídica en el estudio del Derecho hunde sus raíces en la corriente positivista imperante a finales del siglo XIX y principios del XX. De ella hemos heredado el principio metodológico según el cual no corresponde al científico del Derecho polemizar excesivamente sobre la justicia e injusticia de una norma o sobre los valores substantivos que promueve, sino más bien exponer el Derecho positivo vigente. Se proporciona así una visión del razonamiento jurídico como un camino que lleva ineludiblemente de unas premisas legales a una determinada solución, sin posibles alternativas en función de valores políticos o éticos.


			Los Manuales representan una concepción enciclopedista del derecho internacional intentando integrar, en paralelo, el análisis positivista de marcado sesgo iusnaturalista, la filosofía del derecho internacional, la Historia del derecho internacional o la política del derecho de gentes bajo una sola etiqueta disciplinar. Sin duda, el elemento integrador marcó el estudio del derecho internacional en España a finales del siglo XIX, y se proyectó en las décadas siguientes.


			Conde y Luque recurrió al método deductivo para estudiar el Derecho contemplándolo como un fenómeno social más, como conductas sociales efectivas. Estudió el Derecho en cuanto hecho social centrándose en las causas y consecuencias ‘reales’ de las normas, su eficacia social, su interpretación basada en los fines sociales subyacentes a las normas. Se interesó, sobre todo, por la dimensión social del Derecho. Más que un análisis ‘interno’ y autónomo del Derecho formalmente válido, desarrolló un análisis ‘externo’ del Derecho socialmente eficaz tomado como fenómeno no aislado sino ligado a los aspectos sociales, históricos, económicos o políticos de las normas. Estudió el derecho internacional abstrayendo conceptos generales a partir de los datos suministrados por la observación histórica de las instituciones jurídicas de las distintas épocas y diferentes Estados. 
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			Nota del editor


			El manuscrito aquí editado procede de los apuntes que varios estudiantes tomaron de las lecciones del profesor de derecho internacional Rafael Conde y Luque. Que se trate de un texto elaborado a varias manos es lo que explica la especial dificultad de su transcripción, pues no todos los alumnos tenían los mismos criterios de puntuación, acentuación y de distinción con mayúscula. Para evitar esta disparidad de criterios, se han empleado las reglas que paso a exponer.


			En la puntuación, aunque su práctica actual es cada vez más laxa, se ha procurado realizarla con el máximo rigor siguiendo patrones vigentes. Hay ocasiones en que se han empleado puntos y aparte en casos en que, en el manuscrito, se colocaba un punto y seguido. Otras veces, por unidad de la materia, se han unificado párrafos. Y otras muchas se ha puesto un punto y seguido donde, mediante puntos y coma o conjunciones, se daba una concatenación excesiva de frases.


			La acentuación se ha actualizado, optándose por colocar la tilde en los pronombres, muy utilizados en el original.


			El uso de las mayúsculas es el que ha generado mayores dudas en el revisor. El criterio que se ha utilizado es el siguiente: cuando algún alumno ha escrito un término en minúscula que en el resto del manuscrito aparece escrito en mayúscula se ha primado la minúscula. Es decir, basta con que en algún fragmento del manuscrito aparezca una palabra, usualmente escrita en mayúscula, en minúscula, para que se le haya dado prioridad a esta última forma. Un ejemplo claro es el de «nación» o «naciones», o el de «gobierno», escritos siempre en mayúscula salvo en algunas páginas, excepción que ha bastado para que la convirtamos en regla. El motivo de la elección ha sido actualizar el texto, y adaptarlo al lenguaje presente, desembarazándolo de la solemnidad y el autoritarismo propio del momento, que inclinaban a iniciar numerosos términos con la mayúscula. Aunque se trate de rescatar un manuscrito, también se intenta poner en circulación actualizada un texto doctrinal, haciéndolo lo más accesible posible al lector actual.


			A este propósito responde también un segundo orden de intervenciones en la transcripción, esta vez de notoria intensidad. Como se ha indicado, el original se compone de transcripciones de alocuciones escolares, en las que es habitual incurrir en repeticiones, hipérbaton, referencias pronominales, etc. Pues bien, en estos casos se ha intentado descargar en lo posible la versión escrita de dichos hábitos del lenguaje oral, con el fin de allanar la lectura y de adaptar las lecciones a la lógica de un discurso escrito. Se ha ordenado así la secuencia de numerosas frases, se han suprimido redundancias o pronombres innecesarios, se han acortado expresiones o se han eliminado indicaciones superfluas. Un caso destacado es el de la expresión «como, por ejemplo», que, reducida a «como», se ajusta mucho más a la cadencia escrita.


			En unas pocas ocasiones ha sido necesario completar el texto con palabras o expresiones. En otras ha sido imposible la dilucidación de algún término, indicándose del mismo modo su carácter ilegible. Y cuando se ha tratado de simples erratas o fallos de concordancia, se han corregido sin más.


			Por último, se han utilizado notas al pie, en su mayor proporción, para realizar indicaciones bibliográficas que sirvan para identificar los títulos con los que Conde y Luque trabajó. En otras ocasiones, el recurso ha servido para hacer alguna aclaración sobre la transcripción con el fin de que el lector tenga presente alguna intervención específica del editor. 


			S.M.M. 


    

			Rafael Conde y Luque Derecho Internacional Público


			(Contestaciones al programa oficial de dicha asignatura 
de conformidad con las explicaciones del Profesor 
Dr. Conde y Luque), 1893
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			Lección 1. Prolegómenos


			Precedentes necesarios — Grados de la sociedad humana — Grado superior de las sociedades políticas — Sociedad de Estados — Causas que la determinan — Idea del Derecho internacional — Sus elementos principales — Nombres con que se designa esta ciencia — Su definición — Explicación de la misma — Divisiones — Juicio crítico de la división en público y privado.


             


             


			El Derecho internacional público constituye un estudio que por su importancia pertenece a la alta ciencia del Derecho, pues a causa de su propio asunto viene a ser una ampliación de todo ese Derecho y principalmente del público. Por tal razón esta asignatura se estudiaba en anteriores planes de enseñanza dentro del período del Doctorado. Sólo cabe en la licenciatura exponer las materias o doctrinas referentes al Derecho privado internacional porque todas ellas no son otra cosa que un complemento del Derecho civil internacional, pero como quiera que para la mejor comprensión e inteligencia del primero es preciso tener antes en cuenta todo lo referente al Derecho internacional público, de aquí que este se estudie en el presente lugar.


             


			Precedentes necesarios. Al comenzar nuestro estudio hay que dar por supuestas muchas nociones que ya son conocidas por el Derecho natural y por el político. Lo referente al concepto y definición del Derecho, la división del mismo en objetivo y subjetivo, público y privado y las cuestiones que surgen acerca de estos extremos, materias que se suponen son ya conocidas y sabidas. Lo que nos importa ahora es averiguar las bases fundamentales del Derecho internacional público.


			Grados de la sociedad humana. Parecería lo lógico que el programa empezase dando la definición de nuestra asignatura pero no lo hacemos así, no porque seamos contrarios al método sintético, sino porque nos parece más lógico deducir el concepto del Derecho internacional público de los hechos. No se crea por esto que establecemos el criterio realista según el cual no hay más Derecho que el que procede de la ley, sino que ajustando nuestras investigaciones al progreso natural de esta ciencia en su formación histórica, resulta este estudio más conforme con la naturaleza de los hechos. En efecto, lo mismo en los Estados que en los individuos, antes ha sido el hecho que el Derecho, antes ha sido la sociedad que la norma jurídica que la regula.


			Oscuros son los primeros tiempos de la Historia, pero no es menester conocerlos para deducir la verdad que acabamos de sentar: la sociedad es hija del instinto de la sociabilidad humana. El hombre procede primeramente de la familia, base y fundamento de toda la sociedad humana; la aparición del mismo sobre la tierra la conocemos por la tradición religiosa y por ella sabemos que el primer hombre fue formado por un procedimiento divino, pero fuera de esto todo lo demás que en la tierra es humano ha nacido y proviene de la familia. Ahora bien, el Derecho sirve para la sociedad misma, es necesario para ella, y por eso comenzamos el estudio de nuestra asignatura por el hecho social.


			Dos procedimientos existen para fundamentar la ciencia que ahora estudiamos. Uno de ellos seguido por varios autores, consiste en estudiar el sujeto del Derecho internacional público: qué es el Estado, y partiendo de este concepto, exponer después toda la materia científica. El otro consiste en tomar como punto de partida, no la individualidad del Estado, que se considera como persona en el Derecho internacional, sino la sociedad misma. Parte, pues, este método de la convivencia de dos o más Estados para deducir de aquí toda la teoría.


			Nosotros, para fundamentar nuestra ciencia, tomaremos como punto de apoyo la idea de sociedad por considerarla más fecunda en resultados, pues en Derecho internacional público se trata de personas soberanas e independientes y esta idea de soberanía hay, si se quiere, que exagerarla, no con el fin de anular la personalidad del individuo, sino con el objeto de tomar como base una idea capital.


			Entrando ahora en el estudio de los grados de la sociedad, diremos de estos que son muchos, pues el análisis descubre en el concepto de la misma sociedad tantos cuantos fines persigue el individuo, tantos cuantos puede conseguir en el mundo, y para todos los cuales se necesita de la asociación. Modernamente son muchos los caminos que sigue la actividad humana y nadie podría pensar seguramente hace algunos siglos que las sociedades de ferrocarriles habrían de tener una importancia tan grande como la que actualmente han alcanzado. Es, pues, imposible calcular a primera vista hasta dónde llega lo prolífico del principio de la asociación humana. 


			Sin embargo, en este punto ha establecido una división la Filosofía del Derecho contemporáneo, división que simplifica en gran manera nuestro estudio. Las sociedades se dividen en completas e incompletas; estas últimas son aquéllas mediante las cuales se persigue un fin parcial humano, como una sociedad mercantil, agrícola, etc., y, desde luego, se comprende que, siendo muchos de estos fines parciales, el número de estas sociedades es indefinido. Las completas son aquellas dentro de las cuales se desenvuelven todas las actividades humanas y entre ellas se distinguen tres grados primordiales: la familia, el municipio y el Estado; tan cierta es esta división que bien puede decirse que dentro de estos ciclos sociales está encerrada toda la vida de la humanidad.


			La familia es la expresión del total desenvolvimiento de las actividades humanas, pues en ella se hallan comprendidas originariamente todos los fines de la vida. Un gran publicista ha dicho que constituye una trinidad, el padre, la madre y los hijos nacidos de la unión de los primeros, hasta tal punto que sin la existencia de descendientes la familia ni es perfecta ni realmente se comprende; por eso entre los romanos estaba mal mirada la familia sin hijos y los hebreos consideraban como una maldición de Dios la esterilidad de la madre.


			Es, pues, como se ve, una sociedad completa, dado que el hombre puede vivir perfectamente sin salir de la familia y así nos lo demuestra la historia cuando nos enseña que en los pasados tiempos vivían aisladas e independientes las familias, constituyendo ellas el Estado con una legislación, una religión y unas costumbres especiales.


			Continuando el curso de los tiempos llegó un día en que la familia no se bastó en sí misma, no por deficiencias esenciales o fundamentales en la constitución de este pequeño Estado, sino porque dentro de ese círculo tan estrecho aparecieron nuevas necesidades, introducidas unas por un deseo injustificado, otras por ambiciones y de aquí nació la política y se marcó un nuevo grado en la vida de las sociedades: el municipio. Este paso pudo ocurrir de dos maneras: una natural, lógica, deducida de la conveniencia social y de la unión voluntaria y espontánea de las diversas familias, y otra fundada en la necesidad de agruparse las familias para defenderse de enemigos comunes; y se comprende que esta unión sería más íntima y más estrecha cuanto más simpatía existiese entre las familias ya por la comunidad de raza, de sentimientos, de religión, etc. Nosotros creemos que por este último medio tendría lugar esa unión.


			De todas suertes, sea cual fuere el procedimiento, es el caso que las familias se fusionaron para constituir las tribus y éstas se unieron para formar la ciudad, la cual se organizó bajo la forma de municipio. La civitas, que tal se llamó en Derecho romano, era para aquel pueblo tanto como la concepción del Estado para los modernos, y buena prueba de ello es que aunque el pueblo romano conquistó todo el mundo entonces conocido, no fue nunca otra cosa que la reunión de varias tribus y la ciudad se encerró dentro de los muros sagrados, que eran, como todos ellos, los que determinaban los límites de la propiedad. Las ciudades de Grecia no eran más que un gran municipio y un pequeño Estado; lo mismo acontece con Roma y con la organización de la España primitiva.


			Fue el municipio el Estado durante mucho tiempo, pero no paró aquí el progreso de las sociedades políticas. Llegó un momento en que no era suficiente el municipio para la satisfacción de las necesidades sociales, debido a la gran extensión y considerable desarrollo que adquirió el comercio, el cual, siendo como es un instrumento de los más poderosos de la asociación, determinó en el hombre el deseo de procurar otros elementos que complementasen la nueva vida iniciada. Entonces, y mediante la asociación de varios municipios, se constituyó el Estado.


			No quiere decir esto en manera alguna que desapareciera la familia y el municipio, pues siempre será preciso que estas unidades se mantengan vivas dentro de la concepción del Estado. Tan cierto es lo que decimos, que el municipio ha sido el origen de los grandes cambios políticos y hoy mismo está sobre el tapete la ardua cuestión relativa a su independencia y autonomía. La sociedad municipal tiene algo de la familiar, porque en él aprende el hombre a desenvolver sus actividades, principalmente las políticas.


			La familia se rige por el Derecho civil, el municipio por el político y administrativo y todos estos organismos encarnan en la unidad del Estado tal como hoy lo encontramos constituido. Estos son los grados de la sociedad humana.


             


			Grado superior de la sociedad política. La vida social no se desenvuelve suficientemente dentro de los tres ciclos que hemos mencionado y por eso se aspira por todos los pueblos a constituir una sociedad suprema, o sea, un Estado compuesto de Estados, de la misma manera que los actuales se componen de municipios y éstos de familias. No quiere eso decir en manera alguna que los Estados no se basten a sí mismos para desarrollar una vida completa e independiente encerrándose en sus fronteras, pues un español, por ejemplo, no necesita de ningún otro Estado para vivir pero esta existencia no es perfecta, y hay un más allá fuera de la vida nacional.


             


			Sociedad de Estados. Causas que la determinan. La evolución que hemos indicado constituye la sociedad a la que se refiere este epígrafe y el Derecho que la rige es el internacional. Este es tan antiguo como la historia misma, pues desde el principio, o por lo menos a poco de comenzar la vida humana en el mundo, se separaron unas de otras las sociedades políticas. Ahora bien, quedaba mucho camino que recorrer hasta que llegasen a unirse del mismo modo que se fusionaron dentro de cada Estado las unidades familiares, municipales y provinciales, siquiera estas últimas sean intermediarias entre las dos primeras.


			La dificultad de que se realice esta unión la veremos patente en el curso de las explicaciones, pero algo tenemos que decir ahora acerca de las causas productoras de dicha dificultad, siquiera estas indicaciones tengan un carácter general.


			Dichas causas se reducen a tres: la unidad de raza, la armonía de creencias religiosas y la semejanza de ideas y de condiciones políticas. Existen además otras, pero de orden secundario, que determinan también el nacimiento de la sociedad internacional.


			Influye la raza porque ésta equivale a una gran familia que reconoce el mismo origen, tiene idéntico tipo físico y participa de las mismas facultades intelectuales y morales. No quiere esto decir que las razas no mantengan entre sí un verdadero parentesco, porque la humanidad es una aunque se fraccione en diversas partes que, ya por las condiciones del sitio en que viven o ya por su historia, viene a constituir cada una de ellas una raza.


			Tres o cuatro son las principales que se comprenden dentro de todo humano, sin que esta distinción afecte en nada a lo fundamental. Las diferencias serán siempre accidentales, por causa de que cada raza está más relacionada con los individuos que a ella pertenecen que con aquellos otros que forman parte de una raza distinta. En resumen, que cada raza es una gran familia con unidad de origen de cultura e historia, y que ha vivido en un mismo punto de la tierra. Nadie duda de que la raza aria a la que pertenece toda Europa es la más noble y que al mismo tiempo ha de tener con los individuos que la forman más relación y parentesco que la que pueda establecer con la raza amarilla. A esta convivencia es debido el que los Estados hayan encontrado mayores facilidades para unirse, lo cual se comprende si se tiene en cuenta, además, que la civilización moderna ha fundamentado su vida en el cristianismo.


			Todos estos Estados tienen un mismo nivel de cultura y por tanto hay mucho adelantado para establecer una sociedad que corresponda a todos los europeos, los norteamericanos y los de América Latina.


			Las demás razas van poco a poco entrando en el Derecho internacional y adquiriendo, por consiguiente, los caracteres de la europea. Estas consideraciones bastan, por ahora, para afirmar que el hecho de la diferencia de razas no impide que éstas, aunque lentamente, vengan a formar parte de ese Estado supremo a que ahora nos referimos, pero que hoy por hoy las que de una manera directa lo constituyen son los Estados cristianos.


			La segunda causa que favorece la unión de los Estados es la religión, vínculo, si se quiere, más poderoso aún que el de la raza, porque la religión es un elemento que penetra en la parte moral e intelectual del hombre, mientras que la raza solo comprende diferencias fisiológicas.


			Hubo un tiempo, que se extiende desde la invasión de los bárbaros hasta la reforma protestante del siglo XVI, en que el mundo era cristiano o, mejor dicho, católico; y entonces aconteció que aunque el Derecho internacional no existía de un modo concreto porque faltaba la conciencia del mismo, en los pueblos, sin embargo, la convivencia armónica de los Estados europeos estaba fundada en vínculos de fraternidad constituidos por la unidad religiosa. De tal carácter fue ésta que seguramente no se presentará de nuevo en la historia fenómeno como aquel estado social y jurídico en que todos pensaban y sentían una misma cosa, pues en punto a las relaciones externas de la vida todos se hallaban pendientes de un poder tan alto como el pontificado. No puede, repetimos, presentarse dentro de la historia otra situación como ésta en la cual existía un Derecho internacional colocado sobre todos, es decir, una ley jurídica que refrenando las ambiciones de los príncipes les obligaba a todos a vivir dentro de la esfera legal.


			En tiempos del Lutero tiene lugar el fraccionamiento de aquella unidad religiosa, rompimiento que empezando por la doctrina continuó por la guerra y trajo consigo el establecimiento de nuevas bases en que se apoyará el Derecho internacional, pero si bien es cierto que apartó unos pueblos de otros y dio origen a la guerra entre ellos, no llegó por eso a destruir los vínculos de la unión religiosa, porque católicos y protestantes se llaman cristianos. Cierto que la división se produjo, cierto que los intereses políticos están representados por el pontífice y los príncipes católicos, pero no lo es menos que el principio de fraternidad continuó porque todos vivían en el seno de la civilización cristiana. El Derecho internacional fue creciendo a pesar de estas dificultades y llegó a establecerse de una manera ordenada en el Congreso de Westfalia.


			Queda, por tanto, probado que la unidad en las convicciones religiosas es un poderoso vínculo de unión para los Estados y si queremos convencernos más aún de esta verdad no hay que hacer otra cosa que fijarse en el Mahometismo y en el Budismo, religiones ambas que constituyen unidades religiosas. Lo mismo ocurre en aquellos pueblos donde se rinde culto a la idolatría. Todo esto determina una vida internacional poco desarrollada pero siempre revela un parentesco de raza confirmado por la identidad de ideas religiosas.


			Por último, el tercer elemento está constituido por convicciones políticas y, aunque no es tan sólido como los dos anteriores, tiene, sin embargo, gran importancia, sobre todo en los comienzos de una doctrina. Varios ejemplos podemos citar en confirmación de esa tesis. Nadie ignora que la teoría del legitimismo produjo la unión de las monarquías en ciertos momentos críticos del siglo presente. Las cinco grandes potencias, obedeciendo al egoísmo, trataron de imponer al mundo un orden internacional dado y se comprende que este modo de pensar estaba fundado en una convicción política de igual naturaleza, que no era otra que el principio de la monarquía absoluta. En contra de esa idea aparecieron ideas de libertad proclamadas por la Revolución francesa y llevadas a todo el mundo por Napoleón I en la punta de las bayonetas de sus ejércitos y, desde entonces, las sociedades se fundaron en la libertad oponiéndola al absolutismo monárquico.


			Hoy mismo existen ciertos principios perturbadores como el anarquismo (que ha venido a sustituir a la internacional) que son objeto de la preocupación de los hombres de Estado. Esto nos demuestra que existe cierta comunidad de ideas referentes al orden social que determina un vínculo de unión entre los pueblos, vínculo que atrayéndolos mutuamente fundamenta la sociedad internacional al mismo tiempo que la dirigen hacia la constitución del Estado supremo.


			Ahora bien, no puede desconocerse que esta unión se ha de llevar a cabo con más dificultad que la de las familias por la sencilla razón de que éstas, así como el municipio, nunca fueron soberanas, pero tratándose de los Estados que lo son, claro es que los inconvenientes se agrandan. Sin embargo, como quiera que están vivos los elementos de unión a que antes nos hemos referido, existe, aunque imperfecta, una sociedad internacional y a ella tiene que corresponder un Derecho en armonía con el principio ubi societas, ibi jus porque no se concibe el Derecho sin la idea de sociedad y no puede darse, en consecuencia, para el hombre solo y aislado.


			De esta mera exposición se deduce prácticamente el concepto del Derecho internacional público como una consecuencia del examen de la vida de los pueblos.


             


			Elementos principales del Derecho internacional público. No es exacta del todo la frase del programa, porque los elementos del Derecho internacional que vamos a exponer son, no solamente principales, sino necesarios, viniendo a constituir la naturaleza de esta asignatura.


			Son tres elementos, correspondientes a las facultades fundamentales de la persona racional. En todas las criaturas racionales, lo primero es el ser, el existir, sin lo cual claro es que nada puede ni concebirse siquiera. Pues bien, la sociedad internacional, y con ésta el Derecho internacional, necesitan, en primer lugar, la existencia de personas de este derecho. Por persona de este derecho se entienden los Estados, que son las más altas de las personas morales, y algo así como una extensión de la personalidad jurídica.


			El segundo elemento necesario, después de la existencia de la persona, es el acto de obrar, la cualidad de ejecutar actos que sean manifestaciones de la vida. Estos actos son principalmente jurídicos, y decimos principalmente porque el Derecho internacional público abarca toda la vida exterior de los Estados, se refiere mucho más que al orden jurídico, al moral, a causa de la imperfección histórica que en él se nota desde que aparece en la vida social, y tan evidente es esto, que antes de Derecho internacional, es Moral internacional.


			El tercer elemento para que se verifique la unión jurídico-moral de los Estados es que tengan éstos conciencia del derecho, elemento que esencialmente distingue a las sociedades de seres racionales de las uniones que constituyen los irracionales.


			Así vemos que no podrá llamarse sociedad a la agrupación que constituye un rebaño de ovejas, pues si bien es cierto que se trata de seres que viven, en cambio no tienen conciencia de su propia personalidad, obedecen en desarrollo a leyes fatales y necesarias y carecen por tanto de derechos y obligaciones. Por el contrario, la sociedad humana se constituye mediante la armonía de voluntades y se perfecciona por el cumplimiento de las leyes que libremente realizan los seres racionales.


			Esta diferencia puede apreciarse igualmente saliéndonos de la esfera individual, y examinando aquella dentro de la que se mueven los Estados. La sociedad internacional ha existido muchos siglos sin tener conciencia jurídica de sus actos. Los Estados han vivido constantemente en guerra y por excepción en paz, siendo la causa de aquella situación de fuerza, el desconocimiento que tenían de los principios morales, principios morales que aparecieron en la historia en época ya avanzada y que trajo principalmente el cristianismo. Antes de la predicación cristiana, los Estados y los individuos se desconocían entre sí (moralmente hablando), y si bien suavizan sus tirantes relaciones los pueblos a consecuencia de ir inculcándose en los principios morales de mutuo respeto y libertad, estos no pasan a la categoría de políticos hasta el siglo XVII en el Congreso de Westfalia, época en la que aparece el Derecho internacional sustentándose sobre la base del mutuo respeto y la conciencia en Derecho.


			Al propio tiempo que en la historia aparecen esas cosas, comienzan a vislumbrarse en la ciencia merced a los esfuerzos de Hugo Grocio, que, preocupado después de la guerra de los 30 años con el constante Estado de lucha en que los pueblos vivían, meditó largamente acerca de los medios de extirpar la guerra y produjo la obra De iure belli ac pacis echando de esta manera los cimientos del Derecho internacional.


             


			Nombres con que se designa esta ciencia. No es indiferente la terminología o el examen prolijo de los nombres que esta ciencia ha tenido y tiene. Después de todo, la Filosofía del lenguaje declara que los nombres expresan la naturaleza de las cosas y por tanto conviene saberlos.


			Algo de Derecho internacional ha existido siempre, lo que ha faltado es su organización, mas como se funda en la naturaleza de la sociedad humana, es claro que cuando aparece la vida aparece también el derecho, imperfecto, sí, pero al fin y al cabo derecho. Ya los romanos asemejaron el fundamento de la sociedad internacional con el jus gentium, derecho que vino a rectificar en parte al civil romano. Por el jus gentium los romanos concebían la existencia de diversos códigos y legislaciones en los demás pueblos, cuyos principios debía reconocer y confesar la humanidad, todo por estar inspirados en el Derecho natural. El jus gentium modificó al Derecho civil de tal modo que, en tiempo de Justiniano, el Derecho romano primitivo estaba ya desconocidísimo. Los romanos le llamaban jus fetiale, expresando con esta palabra las fórmulas mediante las cuales se entendía Roma con los demás pueblos que había conquistado, pero más tarde, cuando era menester hablar o consignar tratados con Estados, se le llamó derecho de gentes. Así continúa hasta Pufendorf, que viene poco después de Grocio, y que escribió su libro De jure naturae et gentium.


			Después, en 1650, el jurisconsulto inglés Hobbes le dio a este derecho el nombre de inter-gentes, apareciendo ya los términos de la palabra internacional que hoy se emplea. Darersont aceptó este nombre y Bentham, en 1790, le dio el nombre de Derecho internacional, denominación que desde entonces ha prevalecido y que cuadra muy bien a la naturaleza de este derecho, cuyo concepto hoy es distinto del que tuvo en la antigüedad. Se le ha llamado también Derecho público externo, Derecho de las naciones, Derecho internacional europeo, Derecho internacional cristiano, Derecho de gentes, etc.


			Llamamos a nuestra asignatura Derecho internacional público porque su objeto se refiere al estudio de las relaciones externas que existen entre esas unidades políticas soberanas que reciben el nombre de Estados, diferenciándose del internacional privado en que éste se ocupa de las relaciones que puedan existir entre un Estado y los individuos de otro Estado. Los ingleses y alemanes le llaman Derecho de […]1 porque con él parece como que se quiere expresar el derecho de la sociedad internacional, en general.


			El nombre de Derecho internacional europeo, que se le ha dado por algunos, es histórico, porque hubo un tiempo en que solamente Europa estaba organizada y regida por un Derecho internacional, más o menos perfecto. Hoy no puede admitirse esta denominación, porque en América también es conocido este derecho, dada su cultura jurídica, si bien es cierto que procede de habérsela asimilado de los pueblos de Europa.


			Respecto al nombre de Derecho internacional cristiano ya tiene más valor científico porque el Derecho internacional público es absolutamente cristiano; su origen es divino y sin el cristianismo hubiera sido imposible su existencia; razón por la que muchos escritores eminentes han aceptado esa denominación.


			Por último, se le designa con el nombre de Derecho de gentes por muchos escritores, no cediendo su puesto a la denominación de Derecho internacional; diferencia esencial no existe entre ambas denominaciones, aunque no ha faltado quien diga, como Reyneval2, que el nombre de derecho de gentes debía aplicarse a la teoría general del […]3 para expresar lo relativo al Derecho positivo.


			Otros dicen que esos dos nombres deben emplearse para distinguir el Derecho internacional público del Derecho internacional privado. Por lo demás, la palabra «gentes» quiere decir pueblos, siendo por tanto más vasto el concepto de gente, que el concepto de nación.


			Respecto al nombre de Derecho internacional es motejado de falta de propiedad por algunos escritores, diciendo que la palabra internacional se refiere a las relaciones jurídicas entre naciones, y éstas no son ciertamente el verdadero sujeto del Derecho internacional público. La persona jurídica del Derecho internacional público es el Estado, y entre nación y Estado existen diferencias muy considerables. Debería aceptarse, dicen, la denominación alemana de «Derecho entre los Estados», «Derecho inter-estatal».


			El nombre con que se le conoce más generalmente es con el de Derecho internacional público y más vale conservarle que no admitir otro nuevo, toda vez que ya está consagrado por la tradición y por la costumbre.


             


			Su definición. Decía el Digesto que todas las definiciones eran peligrosas y, en efecto, aplicando aquí esta teoría, diremos que tan difícil es la definición del Derecho internacional como lo es la definición del Derecho en general. El análisis es muy fácil en las definiciones acerca del derecho, pero, en cambio, la síntesis es muy difícil. En la necesidad de decir algo acerca de este punto, vamos a exponer las definiciones que se han dado del Derecho internacional público, agrupándolas en tres o cuatro criterios.


			Según Grocio, el Derecho internacional es el que regula la vida de los Estados. Conformes con esta definición se hallan entre nosotros los señores Riquelme y Pando y entre los extranjeros Hall4.


			Otras definiciones avanzan más y exponen, a la par que el derecho objetivo, el subjetivo; autores extranjeros y españoles definen de esta manera el Derecho internacional, dominando quizá más el elemento español: según Bello, Derecho internacional es «La colección de leyes o reglas generales de conducta que las naciones deben observar entre sí, en interés de su seguridad y bienestar común»5.


			Otro grupo de definiciones formulan aquellos autores que incluyen en ella el origen del Derecho, introduciendo aquí un elemento nuevo con relación a las definiciones anteriores. Dos ejemplos podemos indicar de este grupo: Wheaton, norteamericano ilustre, define el Derecho internacional como «El conjunto de reglas de conducta que la razón deduce (aquí está el origen) como ajustadas a la justicia de la naturaleza de las sociedades que forman las naciones, admitiendo también las modificaciones que el uso y consentimiento general puedan establecer»6. Este autor fija la base de las dos teorías, la positivista o real, y la filosófica, puesto que habla de la razón, o sea, del Derecho natural, y trata también de las modificaciones introducidas merced al uso y a las costumbres.


			Cairns7 dice que el Derecho internacional público es «La expresión formal de la opinión pública del mundo civilizado, relativa a las relaciones que las naciones independientes tienen, opinión derivada de las convicciones morales e intelectuales de la Humanidad». En esta definición se nota como un alarde de estilo en el autor pero no es de la mayor propiedad. Como hemos dicho, se señala en ella como origen del Derecho internacional esa opinión pública con la cual quiere expresarse el origen histórico y filosófico del Derecho, y aunque hay en ella cierta ambigüedad, como quiera que al fin y al cabo se señala dicho origen, puede servir como una de tantas definiciones originales.


			Bluntschli ha escrito un Derecho internacional en forma de código y lo ha definido diciendo que es: «La reunión de principios reconocidos, que ponen a los Estados en absorción jurídica y humanitaria, y asegura a sus ciudadanos una protección como de sus derechos humanos o naturales»8. Esta definición es más honda que las anteriores y expresa también el concepto de las dos escuelas, la positiva y la filosófica, pero se refiere al porvenir porque habla del ideal del Derecho internacional público, ideal que da por hecho gratuitamente el autor y que por desgracia está muy lejos de la realidad.


			Dícese en la definición que acabamos de apuntar «principios reconocidos» porque no basta en efecto que existan los principios, sino que es preciso que los reconozcan los Estados. El Marqués de Olivart y el autor francés Pradier-Fodéré definen el Derecho internacional público de una manera sintética, viniendo ambos a completar el concepto dado por Bluntschli9.


             


			Su definición. Nosotros entendemos que Derecho internacional público es: «El conjunto de reglas y principios a que deben ajustarse, y en parte se ajustan, las relaciones políticas exteriores de los Estados».


             


			Explicación de la misma. Decimos «conjunto de reglas y principios» porque aquí no se puede hablar de leyes, puesto que no existen ni pueden existir. Hay, sí, reglas, con las que están conformes la jurisprudencia y la ciencia de todos los Estados, pero que luego, en la práctica, suelen desatenderse, de tal manera que quizá no hay más que una regla en Derecho internacional público, admitida por todos los Estados, el respeto a los embajadores. En las primeras palabras de la definición se observan las dos tendencias, la filosófica y la real, «reglas y principios», con lo cual pierde la definición su carácter jurídico, careciendo, como carece, el Derecho internacional de muchas de las cualidades que el derecho debe reunir.
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